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Sobre: 
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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 27 de enero de 2020. 

Comparecen CJMS, menor de edad representado por 

su madre Grace Marie Serrano Morales, en adelante la 

señora Serrano, en conjunto los peticionarios, y 

solicitan que revoquemos una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aibonito, en 

adelante TPI. Mediante la misma, se declaró no ha 

lugar a la desestimación de la demanda de impugnación 

de paternidad.  

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se deniega la expedición del auto de 

certiorari. 

-I- 

El Sr. Carlos Alberto Méndez Velázquez en 

adelante el señor Méndez o el recurrido, presentó una 

Demanda sobre: Impugnación de Paternidad. Alegó que “a 

mediados de febrero de 2019” recibió una confidencia 

de que el menor CJMS no era su hijo. En consecuencia, 
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“y para salir de la duda”, “…se realizó una prueba de 

DNA” que arrojó el siguiente resultado:  

Interpretation: 

Combined Paternity Index: 0  

Probability of Paternity: 0% 

The alleged father is excluded as the 

biological father of the tested child. 

This conclusion is based on the non-

matching alleles observed at the loci 

listed above with a PI equal to 0. The 

alleged father lacks the genetic markers 

that must be contributed to the child by 

the biological father. The probability of 

paternity is 0%. 

Report Date: 3/25/20191 

 

En consecuencia, solicitó que se decretara que no 

era el padre de CJMS; que se eliminara su nombre como 

padre de dicho menor en el certificado de nacimiento; 

que interina y permanentemente se declarara nula e 

ineficaz cualquier disposición relativa a la pensión 

alimentaria; que se le impusiera a los peticionarios 

el pago de costas, gastos y el rembolso de cualquier 

suma que haya tenido que pagar por concepto de 

alimentos; y una suma razonable por concepto de 

honorarios de abogado por temeridad.2 

Por su parte, los peticionarios presentaron una 

Moción de Desestimación.3 Alegaron, en esencia, que la 

acción de filiación había caducado porque el recurrido 

los emplazó transcurrido el término de 6 meses desde 

que conoció la inexactitud de la paternidad. Adujeron 

además, que desde el año 2013 el señor Méndez tuvo 

conocimiento y quería la impugnación de paternidad.4 

En desacuerdo, el recurrido se opuso a la 

petición de desestimación. Arguyó que la acción de 

 
1 Apéndice del peticionario, DNA Test Report, pág. 22. 
2 Id., pág. 20. 
3 Id., págs. 31-33. 
4 Id. 
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filiación no había caducado porque emplazó a los 

peticionarios en el término de 6 meses desde que 

conoció la inexactitud filiatoria. Y esto último 

ocurrió cuando “le llegó el resultado de la prueba de 

DNA”.5 A su entender, “[m]eras dudas o sospechas no 

constituyen la inexactitud filiatoria a que se refiere 

el Artículo 117 del Código Civil…”.6 

Así las cosas, el TPI declaró no ha lugar la 

solicitud de desestimación de la demanda. Además, 

nombró un Defensor Judicial para el menor CJMS y 

ordenó a las partes realizarse las pruebas de ADN. 

Determinó que el señor Méndez advino en conocimiento 

de la inexactitud de la filiación el 28 de marzo de 

2019, fecha en que recibió el resultado negativo de la 

prueba de histocompatibilidad. “Antes de dicha fecha”, 

el recurrido “solo tenía sospechas de no ser el padre 

biológico del menor”.7  

Inconforme con dicha decisión, los peticionarios 

presentaron un recurso de Certiorari en el que alegan 

que el TPI cometió los siguientes errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que no ha 

caducado la causa de acción del Sr. 

Méndez Velázquez y al tomar en 

consideración una prueba de ADN que no 

certifica la cadena de custodia de las 

muestras utilizadas en la prueba y mucho 

menos conoce su procedencia. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al no determinar que el Sr. 

Méndez Velázquez advino en conocimiento 

de la inexactitud de la filiación en sus 

conversaciones por Messenger con la 

demandada. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al expedir los emplazamientos 

 
5 Id., Moción en oposición a desestimación, págs. 34-35. 
6 Id., pág. 35. 
7 Id., Resolución, pág. 15. 
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en dos ocasiones y luego determinar que 

el demandante fue diligente al emplazar a 

la parte demandada.  

 

Ha transcurrido el término del recurrido para 

presentar su alegato en oposición a la expedición al 

auto. En consecuencia, el recurso está perfeccionado y 

listo para adjudicación. 

Luego de revisar el escrito de los peticionarios 

y los documentos que obran en autos, estamos en 

posición de resolver. 

-II- 

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal 

extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido 

por un tribunal inferior.8 Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera 

discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios.9 Sin embargo, nuestra discreción debe 

ejercerse dentro de un parámetro de razonabilidad, que 

procure siempre lograr una solución justiciera.10  

Por su parte, a fin de que este Tribunal pueda 

ejercer su discreción de manera prudente, la Regla 40 

de su Reglamento11, establece los criterios que dicho 

foro debe considerar al determinar si procede o no 

 
8 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 728-729 

(2016); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005); Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). 
9 Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009); García v. Padró, 165 

DPR 324, 334 (2005). 
10 Municipio v. JRO Construction, 201 DPR ____, 2019 TSPR 10; 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 
11 4 LPRA Ap. XXIII-B, R. 40. 
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expedir un auto de certiorari.12 Sobre el particular 

dispone: 

El Tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa: 

 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de 

sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada 

es la más indicada para el análisis 

del problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad 

o error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz 

de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la 

solución final del litigio.  

 

G. Si la expedición del auto o de la 

orden de mostrar causa evita un 

fracaso de la justicia.13 

 

B. 

Es norma firmemente establecida que los 

tribunales apelativos no intervienen con el manejo de 

los casos por parte del Tribunal de Primera Instancia, 

“salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción o que el tribunal actuó con prejuicio y 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 

 
12 Municipio v. JRO Construction, supra. 
13 Id.; 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial”.14 Por tal razón, el 

ejercicio de las facultades discrecionales por el foro 

de instancia merece nuestra deferencia, salvo que 

incurra en algunas de las conductas previamente 

mencionadas. Además, dicho foro es el mejor que conoce 

las particularidades del caso y quien está en mejor 

posición para tomar las medidas necesarias que 

permitan cimentar el curso a trazar para llegar 

eventualmente a una disposición final.15 

-III- 

Examinado cuidadosamente el expediente, 

concluimos que la resolución recurrida es correcta en 

derecho.16 Coincidimos con el TPI en que la forma más 

confiable para conocer la inexactitud del estado 

filiatorio es el resultado de la prueba de 

histocompatibilidad presentada por el señor Méndez. 

Ahora bien, para determinar finalmente el vínculo 

filiatorio entre el menor CJMS y el recurrido, se 

requerirá, entre otras cosas, que las partes se 

practiquen las pruebas correspondientes, que 

satisfagan a su vez los estándares de rigor exigidos 

por nuestro ordenamiento probatorio.   

Debemos añadir que, examinada en su integridad, 

la resolución recurrida es una determinación sobre 

manejo del caso, que no constituye un craso abuso de 

discreción. Tampoco encontramos en la misma indicio 

 
14 Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). Véase 

además, Rodríguez Rosado v. Syntex, 160 DPR 364, 396 (2003); 

Rivera Durán v. Banco Popular, 152 DPR 140, 154 (2000). 
15 Mejías et al. v. Carrasquillo et al, 185 DPR 288, 306-307 

(2012). 
16 Regla 40 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40 (A). 
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alguno de prejuicio, parcialidad o error en la 

interpretación de una norma sustantiva o procesal.  En 

consecuencia, amerita nuestra deferencia. 

Finalmente, no se configura ningún otro supuesto, 

bajo la Regla 40 de nuestro Reglamento, que justifique 

la expedición del auto solicitado.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega 

la expedición del auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


